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NULIDAD / PORQUE SE PROFIRIÓ FALLO EN FECHA ANTERIOR AL TÉRMINO OTORGADO PARA RESPONDER -  Conforme a la información obrante en el expediente, se observa que aunque con la emisión del auto admisorio proferido el día 24 de noviembre de 2017 dentro del presente asunto, se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, lo que resulta claro es que de acuerdo a los soportes de notificación que se adjuntan al expediente, dicho proveído sólo se le notificó a esa entidad como parte accionada el 7 de diciembre de 2017, tal como se vislumbra a folio 38 del encuadernado; ello quiere decir que efectivamente, como aseguró el recurrente en el segundo escrito aportado a su impugnación, los términos con que contaba para pronunciarse sobre el asunto, según lo señalado en el auto admisorio, se vencían el día 12 de diciembre, fecha en la que efectivamente se dio contestación a la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor Barragán Rodríguez, pese a lo cual la sentencia de tutela se dictó el 11 de diciembre sin tener en cuenta los argumentos expuestos por parte de la encartada.  

Lo anterior, influyó evidentemente para que la decisión tomada por parte de la Juez de primer grado resultara adversa a los intereses de la accionada, toda vez que en el momento de su análisis, sólo se contaba con los elementos y afirmaciones esbozadas por el tutelante, situación que no puede ser de recibo para esta Colegiatura, pues con ello evidentemente se estarían violentando los derechos también de rango fundamental al debido proceso, defensa y contradicción de la entidad accionada, especialmente porque lo que se evidencia de la respuesta suya, misma que como ya se dijo no fue valorada en el momento de dictar el fallo, no sólo afirmó que ha sido diligente y responsable en la prestación de los servicios en salud del señor SFBR, sino que también aportó múltiples elementos probatorios que, a criterio de la Sala deben ser analizados en su totalidad antes de tomar una decisión de fondo.  
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	Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira 

	Accionante: 
	SFBR 

	Accionado: 
	Dirección de Sanidad de la Policía Nacional  

	Decisión: 
	Decreta nulidad 


ASUNTO: 
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el Jefe Seccional de Sanidad en Risaralda de la DIRECCIÓN GENERAL DE SANIDAD DE LA POLICÍA NACIONAL, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito de esta ciudad el 11 de diciembre de 2017, por medio del cual resolvió tutelar los derechos fundamentales a la salud, seguridad social y vida en condiciones dignas de los cuales es titular el señor SFBR.
ANTECEDENTES:
El señor SFBR instauró acción de tutela en contra de la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional, en búsqueda de la protección de sus derechos fundamentales a la salud, a la dignidad humana y a la vida. Los hechos según los cuales fundamentó su solicitud fueron sintetizados por el Despacho de conocimiento, así: 

“Manifiesta el accionante que desde el 2014 se le diagnosticó VIH, derivándose de esa enfermedad otras patologías como trastorno depresivo bajo manejo farmacológico, estreñimiento, hemorroides; indica que pese a que el procedimiento médico que necesita, amerita se efectúe raudamente por tratarse de una patología catastrófica o ruinosa, la Dirección de Sanidad de la Policía ha dilatado y negado la entrega de los medicamentos antirretrovirales, el tratamiento del trastorno depresivo bajo manejo farmacológico y los procedimiento relacionados con la hemorragia rectal, teniendo incluso que acudir a médicos particulares y pagar por sus propios medios su tratamiento, con el fin de garantizar la continuidad del mismo.”
PRETENSIONES:

Con base en lo anterior, solicitó el accionante la protección de los derechos fundamentales invocados, y en consecuencia se ordene al Establecimiento de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda, que proceda a realizarle los exámenes de “Anoscopia y/o Rectosigmoidoscopia flexible o rígida más ligadura de hemorroides”; además se le autoricen las consultas médicas con las especialidades de gastroenterología, neurología, neuropsicología e infectología; así mismo se efectúe el reembolso por concepto del pago de la cita particular por infectología; y por último, se le garantice en adelante la prestación de un tratamiento integral para las patologías que padece.   
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 

El Juzgado Tercero Penal del Circuito de Pereira, avocó el conocimiento de la actuación el día 24 de noviembre de 2017 y ordenó correr traslado a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, para que en el término de dos días se pronunciara respecto de la solicitud de amparo constitucional deprecada; notificación que fue surtida el día 7 de diciembre de 2017. 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, resolvió entre otras cosas, mediante sentencia del 11 de diciembre de 2017: 
“PRIMERO: TUTELAR los derechos fundamentales a la Salud, a la Seguridad Social y a la Vida en Condiciones Dignas, de los que es titular el señor SFBR, identificado con cédula de ciudadanía No. X.XXX.XXX.XXX.

SEGUNDO: ORDENAR a la DIRECCION DE SANIDAD DE LA POLICIA NACIONAL, que a través de su Representante Legal (o quien haga sus veces), disponga lo necesario para que en improrrogable término de veinticuatro horas (24) horas, contado a partir de la notificación de la presente sentencia, autorice y practique al señor SFBR, la entrega de los medicamentos antirretrovirales que requiere por la patología de VIH y los tratamientos que se desprendan de este, el tratamiento del trastorno depresivo bajo manejo farmacológico, y los procedimiento relacionados con la hemorragia rectal que padece, según la prescripción de sus galenos tratantes.

TERCERO: ORDENAR a la DIRECCION DE SANIDAD DE LA POLICIA NACIONAL, que le brinde al señor SFBR el TRATAMIENTO INTEGRAL que se derive de las patología que padece de VIH, DEPRESION y HEMORROIDES, las que sin duda alguna ameritan de acciones necesarias para garantizar el tratamiento especializados, sin que se presenten interrupciones en el tratamiento.
CUARTO: abstenerse de ordenar el rembolso de gastos médicos, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.”
Tal decisión estuvo precedida de un análisis realizado por parte de la Juez A quo acerca de los parámetros legales y jurisprudenciales referentes al derecho fundamental a la salud, y tuvo en cuenta especialmente la gravedad de la enfermedad padecida por el actor –VIH-, la cual se encuentra catalogada como catastrófica y amerita especial atención, así como una prestación continua, eficiente, con calidad y sin interrupciones, adverando el Despacho una incumplimiento a esos deberes por parte de la entidad accionada. 
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, el Jefe Seccional en Risaralda de la Dirección General de Sanidad de la Policía Nacional presentó un escrito mediante el cual manifestó su inconformidad con la misma, en dicho memorial, además de pronunciarse sobre las gestiones realizadas por esa entidad para garantizar la prestación efectiva de los servicios de salud al señor SFBR, incluso antes de la presentación de la presente acción de tutela, resaltando que el accionante no demostró un incumplimiento en cabeza de esa Institución que hiciera factible la concesión de sus pretensiones, y afirmando por el contrario que en momento alguno se le ha negado la prestación de los servicios de salud; y además, exteriorizó su inconformidad respecto de la orden dada en el sentido de brindarle al accionante un tratamiento integral por tratarse de una expectativa futura o incierta. Así las cosas, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel. 

Más adelante, el mismo recurrente presentó un escrito mediante el cual solicitó que se decretara una nulidad de todo lo actuado, ello bajo el argumento de que a esa Institución no se le permitió hacer uso de sus derechos de defensa y contradicción, pues el oficio mediante el cual se les notificó del auto admisorio sólo se les notificó el día 7 de diciembre de 2017, mismo con el cual se le concedía el término de dos días hábiles para pronunciarse sobre el asunto, lapso que se cumplía el día 12 de diciembre, fecha en la cual se radicó la respectiva contestación en el Despacho, no obstante, para esa fecha ya se había proferido el fallo.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Le correspondería determinar a la Corporación si, en efecto, por parte de entidad accionada se han vulnerado los derechos fundamentales reclamados por el accionante al negarse a prestarle oportunamente los servicios de salud que requiere para el tratamiento de su enfermedad; si no fuera porque en el presente asunto se avizora un error procedimental insaneable, relacionado con una indebida notificación del auto admisorio de la acción de tutela, que al quebrantar los derechos de defensa y contradicción de la contraparte, y por ende su derecho fundamental al debido proceso, impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado. 
Conforme a la información obrante en el expediente, se observa que aunque con la emisión del auto admisorio proferido el día 24 de noviembre de 2017 dentro del presente asunto, se ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos a la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, lo que resulta claro es que de acuerdo a los soportes de notificación que se adjuntan al expediente, dicho proveído sólo se le notificó a esa entidad como parte accionada el 7 de diciembre de 2017, tal como se vislumbra a folio 38 del encuadernado; ello quiere decir que efectivamente, como aseguró el recurrente en el segundo escrito aportado a su impugnación, los términos con que contaba para pronunciarse sobre el asunto, según lo señalado en el auto admisorio, se vencían el día 12 de diciembre, fecha en la que efectivamente se dio contestación a la solicitud de amparo constitucional impetrada por el señor Barragán Rodríguez, pese a lo cual la sentencia de tutela se dictó el 11 de diciembre sin tener en cuenta los argumentos expuestos por parte de la encartada.  
Lo anterior, influyó evidentemente para que la decisión tomada por parte de la Juez de primer grado resultara adversa a los intereses de la accionada, toda vez que en el momento de su análisis, sólo se contaba con los elementos y afirmaciones esbozadas por el tutelante, situación que no puede ser de recibo para esta Colegiatura, pues con ello evidentemente se estarían violentando los derechos también de rango fundamental al debido proceso, defensa y contradicción de la entidad accionada, especialmente porque lo que se evidencia de la respuesta suya, misma que como ya se dijo no fue valorada en el momento de dictar el fallo, no sólo afirmó que ha sido diligente y responsable en la prestación de los servicios en salud del señor SFBR, sino que también aportó múltiples elementos probatorios que, a criterio de la Sala deben ser analizados en su totalidad antes de tomar una decisión de fondo.  
En ese sentido, es claro que entrar a convalidar las órdenes que se profirieron en la decisión de primer nivel, implicaría sin duda alguna la vulneración de las prerrogativas constitucionales de la Dirección de Sanidad de la Policía Nacional, Seccional Risaralda. Con base en ello, resulta evidente la necesidad de enderezar la actuación de la Juez de primera instancia, y para ello habrá de decretarse la nulidad del fallo proferido el 12 de octubre de 2017, de acuerdo a los argumentos señalados en párrafos anteriores, para que se le notifique del asunto en debida forma a la entidad accionada, a fin de que ejerza sus derechos de defensa y contradicción.  
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD del fallo proferido por el Juzgado Tercero Penal del Circuito, el 11 de diciembre de 2017, para que se rehaga la actuación de acuerdo a los lineamientos expuestos en la parte motiva de esta decisión. Lo anterior sin perjuicio de la validez las pruebas ya allegadas al proceso.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remita el expediente al Juzgado de origen para los fines consiguientes. 
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
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